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No es posible, entonces, edificar una declaración como la que aquí se reclama sobre bases endebles o apenas indicativas de que la verdad pudo ser ocultada, no de que lo fue; se trata de que la prueba, que para estos casos es por regla general indiciaria, sea tal que no deje mantos de duda sobre la legalidad y veracidad que rodean el acto jurídico que se ataca. Es, pues, dejar a salvo la buena fe que, hoy por hoy, más que en otras épocas, debe presumirse en los asociados. Y los indicios deben surgir de hechos debidamente probados, no de meros pálpitos o sospechas. Por ello, una prueba tal existe cuando, de un hecho conocido, se supone la existencia de otro, que es el que se quiere averiguar. 

(…)

7.
Desligando, entonces, los dos negocios, se asume primero el que está contenido en la escritura pública 6934 del 19 de noviembre de 2011, mediante la cual Jairo de Jesús Ramírez Palacio dijo vender a Luz Marina González Noreña, el inmueble de matrícula 290-149850. 

(…)

Cúmulo probatorio que, como contrapeso a los diferentes indicios analizados por la funcionaria de primer grado, sirven para recordar lo que al comienzo se dijo, con apoyo en la jurisprudencia, acerca que en la tarea de reconstruir una senda simulatoria, no puede haber resquicio que lleve a la duda, porque, itérase, no basta la mera sospecha, ni son suficientes las especulaciones sobre el acto dubitado, sino que el conjunto probatorio debe llevar a la convicción de que las presunciones de legalidad y certeza que lo arropan, decaen por la acreditada intención de los contratantes de falsear la verdad totalmente, en el caso de la simulación absoluta, que es la que aquí se depreca. 

Y hay una cosa más que la Sala no quisiera dejar pasar por alto, y es el efecto real que tendría declarar simulado este contrato en la liquidación de la sociedad conyugal, porque asumiendo que, como consecuencia de ello, se llegara a una partición adicional, al incluirlo como activo, saldrían a flote, en consecuencia, los pasivos que, por lo que parece resurgir de todo, comprometían a la sociedad misma, pues los dineros pudieron haberse invertido en la compra de los inmuebles en el conjunto Tacaragua. Si ello es así, la utilidad de la simulación sería mínima, porque, es obvio, en tal partición, habría que salir al saneamiento de las deudas que son las que, a la postre, se dijo que se cubrieron con la mentada venta del inmueble. Esto se destaca, a manera de reflexión, en la medida en que si el móvil para simular se halló en la intención del cónyuge de sustraer el bien de la liquidación, también dicha conjetura se vendría a menos, por el efecto económico que al final ello reportaría para la pareja. Y es que, lo que sí no estaría bien, es que se concluyera, de un tajo, en esta vía de la simulación, que las deudas son inexistentes; para ello sería necesario enfrentar, como parte pasiva, a los sedicentes acreedores, que hasta ahora no han sido vencidos en juicio.

En el anterior orden de ideas, a falta de una certera prueba que desdiga de la reflejada voluntad de las partes en la escritura pública que se analiza, la simulación absoluta incoada respecto del mismo estaba llamada al fracaso. 

(…)

8.
 La situación es distinta en lo que toca con el contrato de compraventa que se dice celebrado entre Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Jesús Arcángel Ramírez Zapata, contenido en la escritura pública 6359 del 16 de diciembre de 2011. 

Ante esta posición de la demandada y en vista de lo restringido del recurso de apelación, como ya se advirtió, quedaron sin discusión varios aspectos: la venta misma, que está acreditada; el parentesco entre Jesús Arcángel y Jairo de Jesús, aceptado como está por ambos que son tío y sobrino, en su orden; que ninguna prueba se trajo para acreditar el pago efectivo de la suma por la que admitió haber comprado, esto es, noventa millones de pesos; tampoco se registran movimientos financieros o de otra índole que reflejen que sí entregó esa cantidad y que el vendedor la recibió. Y a ello se suma, como se advirtió en el fallo, que la venta ocurrió a los pocos días de haberse levantado la medida cautelar en el primer proceso de divorcio y a pesar de que el comprador tenía pleno conocimientos de las dificultades que existían entre Jairo de Jesús y Yazmín, prueba de lo cual, es que afirmó en su respuesta (f. 106, c. 1), que no estaba interesado en estar en comunidad con ella, pues existía un distanciamiento por causa de los problemas conyugales. 

(…)

Con lo que queda claro que la capacidad económica del presunto comprador, era insuficiente para adquirir el inmueble; y si a ello se suman los demás indicios que ninguna confrontación recibieron, la conclusión del juzgado sobre la simulación fue acertada. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

HECHOS:

Los señores DIANA YASMIN MONTES ESCOBAR Y JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO, contrajeron nupcias por rito civil el 17 de enero del año 2000; ante el Juzgado Primero de Familia de Pereira, se tramitó un proceso de divorcio radicado al número “0407-10”, en el que se pidió el embargo de los inmuebles de matrículas 290-80877, 290-80847 y 290-149850.  

La decisión allí le fue desfavorable y se ordenó el levantamiento de las medidas. Nuevamente demandó el divorcio y la liquidación de la sociedad conyugal, que se tramita en el Juzgado Segundo de Familia bajo radicado 2012-199, pero al momento de solicitar las medidas, se observa que los referidos inmuebles fueron vendidos, los dos primeros, al señor Jesús Arcángel Ramírez Zapata y el último a la señora Luz Marina González Noreña. Entre estas personas y el señor Ramírez Palacio, existe una amistad fuerte y consolidada, lo cual permitió que pudieran hacer las negociaciones contenidas en las escrituras, además los codemandados sabían que los esposos se encontraban en proceso de divorcio por cuanto ellos conocieron toda la actividad judicial, pues participaron como testigos en el proceso inicialmente tramitado por la demandante.

Tales ventas son simuladas, con el fin de defraudar la sociedad conyugal, toda vez que en los certificados de tradición se observa que, al mes de haberse levantado la medida de embargo, se elevaron las escrituras públicas de venta, por precios que se ajustan al avalúo catastral y no al comercial. En adición, Luz Marina González carece de capacidad económica para adquirir un predio de ese valor, por cuanto su actividad profesional está vinculada a su ejercicio como psicóloga ante el SENA; además, es propietaria de dos apartamentos y dos parqueaderos en el edificio Castillos del Mural, que no tuvo que vender ni hipotecar para adquirir el predio en mención. 
En el caso de Jesús Arcángel Ramírez, no pagó el precio que aparece en la escritura pública, tampoco el que corresponde al valor comercial; es tío de Jairo de Jesús y con él compartía la propiedad sobre el 50% de los inmuebles desde el año 2009. 

Son simulados estos negocios por cuanto las anotadas en las escrituras de estos negocios no ingresaron al patrimonio del demandado JESÚS RAMÍREZ PALACIO ni en especie, ni en efectivo.
PRETENSIONES: 

PRIMERA: Que se declare simulado y por lo tanto carece de validez el contrato de compraventa celebrado entre Luz Marina González Noreña y Jairo De Jesús Ramírez Palacio. 

SEGUNDA: Que se declare simulado y por lo tanto carece de validez el contrato de compraventa celebrado entre Jesús Arcángel Ramírez Zapata y Jairo de Jesús Ramírez Palacio.
TERCERA: Que en consecuencia se cancelen las escrituras y registros de las compraventas de los instrumentos que contienen los contratos simulados.

CUARTA: Que dichos bienes deben ser restituidos al señor JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO para que se proceda a liquidar la sociedad conyugal.

QUINTO: Que se condene en costas a los demandados.

RESPUESTAS
Jesús Arcángel Ramírez Zapata (f. 104); se refirió a los hechos y se opuso a las pretensiones. En lo que concierne a la simulación, dijo que, para efectos fiscales y pago de impuestos, en la compraventa se toma en cuenta el avalúo catastral; pagó el valor comercial “puesto que acordó con su sobrino Jairo de Jesús, como precio del 50% de los inmuebles, la suma de noventa millones de pesos, justo precio, pagado en efectivo en varias cuotas”. Agregó que decidió con su sobrino terminar la comunidad, porque este necesitaba reunir dinero para cumplir con obligaciones adquiridas con anterioridad, y porque él no estaba interesado en continuar la comunidad con Diana Yasmín, con quien hay un distanciamiento debido a sus problemas conyugales. Reiteró que “la compraventa fue real” Y “pagó en efectivo en varias cuotas el justo precio por los inmuebles”; además justificó su capacidad económica. 
Luz Marina González Noreña (f. 116), también se pronunció sobre los hechos y opugnó lo pretendido. Como el anterior, señaló que el precio que figura en la escritura corresponde al avalúo catastral del bien, pero en realidad pagó el valor comercial. Agregó que el pago se hizo, por convenio entre ella, su familia y Jairo de Jesús, compensando varias deudas que este tenía para con ellos: a ella 70 millones garantizados en un pagaré y una letra de cambio, más sus intereses, para un total de $113.750.000,oo, títulos entregados al deudor. 
A Daniel Aristizábal, cónyuge de Luz Marina, 90 millones, garantizados de igual forma, con sus intereses, para un total de $190.000.000,oo. Los títulos fueron devueltos.

A Germán Aristizábal, cuñado, en similares condiciones, $190.000.000,oo. 
A Ovidio Lerma Castro y Gloria Esperanza González, cuñado y hermana, $192.500.000,oo.

Y en efectivo, se le pagó la suma de $687.000,oo. 

Se acordó que la escritura se haría a nombre de ella, para facilitar una venta futura y la recuperación del dinero prestado a Jairo de Jesús. Y a Germán se le quedaron debiendo 190 millones que se le pagarán cuando se venda la propiedad. 

Jairo de Jesús Ramírez Palacio (f. 133) contestó en similares términos a la anterior; y agregó que las ventas se realizaron para ponerle fin a la crisis económica que afrontaba y pagar las obligaciones que había adquirido, pues Diana Yazmín estuvo un año en Bogotá estudiando portugués y tres años y medio en Brasil especializándose; la sociedad conyugal asumió los costos de su estadía. Además, la Clínica Risaralda fue liquidada y de los quinientos veinte millones de pesos que debía recibir solo le entregaron cincuenta y dos millones de pesos. De otro lado el embargo de bienes y cuentas mientras duró el proceso de divorcio, impidieron que dispusiera de los dineros depositados y de sus salarios. 
Incurrió en deudas con sus familiares y una cooperativa con el fin de invertir en un vehículo y un apartamento ubicado en el conjunto residencia Tacaragua PH y los parqueaderos. 

SENTENCIA: 
Luego del examen del acervo probatorio, se desprenden varios indicios graves: 

· No surge de las declaraciones de renta del demandado Jairo Ramírez Palacio, la existencia de la totalidad de las obligaciones que dice haber adquirido para el 2011 con personas naturales y jurídicas.
· Tampoco se acreditó por parte de Luz Marina González cuál fue el valor pagado realmente. 
· La ausencia de acreditación de movimientos de cuentas corrientes, de ahorros o la existencia de productos bancarios de los demandados, por la época en la cual se llevó a cabo la transacción, por el contrario, llama la atención del Despacho, el dicho coincidente de los compradores al manifestar que contaban con gruesas sumas de dinero en efectivo, en cajas fuertes.
· Si bien existen unos títulos valores, en la escritura pública debió quedar constancia de que se iban a pagar; contrario a ello, lo que surge del documento es que quien adquirió el bien fue la señora González Noreña, que no demostró contar con suficiente capital para adquirirlo. 
· La amistad de muchos años presentada por LUZ MARINA GONZÁLEZ NOREÑA y JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO, se presta para fraguar un negocio simulado respecto del bien que reclama la demandante para la sociedad conyugal. 
· A pesar de la existencia de los títulos no se logró demostrar que para pagar tales acreencias se hubiera entregado el bien ubicado en Cerritos.
· Los testigos son sospechosos por los vínculos de familiaridad con una de las demandadas y de amistad con otro de ellos; además, les asiste interés en el resultado, ya que le prestaron dinero al señor Jairo de Jesús y coinciden en señalar que la propiedad adquirida por Luz Marina fue recibida por todos los acreedores a cambio de ese dinero. 
· En cuanto a Jesús Arcángel Ramírez Zapata, sobre el pago por cuotas que hizo, las obligaciones anunciadas a cargo del demandado Ramírez Palacio y que debía pagar con el dinero que de él recibió, no se demostraron. 
· No probó este demandado que contara con dinero depositado en algún producto bancario, ni movimientos financieros que dieran cuenta del pago, ni está clara la fecha de entrega de las cuotas.
· Las declaraciones de renta de este demandado dan cuenta de la existencia de obligaciones para los años 2010 y 2011 superiores a seiscientos millones de pesos sin que quedara claro el hecho de la administración de bienes familiares. 
· También es indicativo que las dos ventas las hubiere realizado el demandado Jairo de Jesús luego de haberse levantado las medidas cautelares practicadas en el proceso de divorcio adelantado en su contra y que afectaban dichos bienes.

APELACIÓN: 
Los reparos y su sustentación se resumen en lo siguiente: 

1. Se equivocó el juzgado al restar toda credibilidad a los testigos, sin efectuar un filtro individual y colectivo seguido de su análisis crítico, para explicar razonadamente por qué no son idóneos para la comprobación de lo que se quiere reconstruir; construyó una serie de indicios graves sobre las pruebas aportadas por la parte demandante y pasó por alto que hubo coincidencia entre el dicho de los demandados y el de los deponentes escuchados por su cuenta sobre las obligaciones adquiridas, su respaldo en títulos valores y el acuerdo de pago; además se demostró que los dineros recibidos en préstamo fueron invertidos en la compra de un apartamento ubicado en el conjunto residencial Tacaragua, hecho respaldado por los testigos Daniel y Ovidio.
2. Dentro de la inversión se incluyó el préstamo de 90 millones que Amanda Gómez Echeverry le hizo a Jairo de Jesús, pero se desechó su testimonio, porque no tuvo conocimiento de la crisis económica por la que él atravesaba, pero ese razonamiento carece de respaldo, porque según el título valor allegado, tal préstamo se hizo en el año 2008 y para entonces, la pareja no tenía problemas conyugales, al contrario, estaban en vías de conseguir un apartamento; la crisis se presentó entre 2010 y 2011 cuando Jairo de Jesús tuvo que vender varios bienes para cumplir sus obligaciones. 
3. También los testigos allegados por la demandante tienen nexos de familiaridad y por ello interés en el resultado del proceso, igualmente amistad. Se trata de sus padres y el abogado Nicolás Alberto Mejía Gómez, novio de una hermana suya y su asesor jurídico. El testimonio de Herman Montes está plagado de opiniones y hechos que conoce de oídas; lo mismo que Gloria Elvira.

4. Sobre los indicios señaló que el comportamiento del codemandado tiene una explicación, pues adquirió deudas con la familia González Noreña y Amanda Gómez Echeverry a finales del año 2008, por 390 millones, cuando no había problemas con su cónyuge, así que no puede hablarse de una confabulación, pues estaban comprando un nuevo apartamento para instalarse en él, además de que entre Diana Yasmín y Luz Marina había una buena amistad. 
En la época de la primera demanda de divorcio se logró el decreto de medidas cautelares que significaron el embargo de los bienes y las cuentas del demandado, por lo que no pudo pagar los intereses de las obligaciones adquiridas; de la liquidación de la Clínica Risaralda, en la que se le debían $580’434.717, solo le reconocieron $51’980.408,oo, suma que le fue pagada en acciones. Es decir que la crisis económica era evidente y condujo a la venta de sus bienes, con lo cual saneó las obligaciones con la familia González Noreña y Amanda Gómez Echeverry; a Progresa le pagó $49’488.576,oo y quedó pendiente la suma de $49’488.576,oo por la constitución de una prenda sobre un vehículo Renault Koleos; así que levantadas las medidas saneó su patrimonio en más de mil cien millones de pesos. 
Respecto de las declaraciones de renta, aunque es cierto que durante los años 2008 a 2010 el patrimonio bruto es superior al pasivo, lo que indicaría la falta de necesidad de adquirir obligaciones, se reitera que el propósito fue adquirir el apartamento, como en efecto se hizo; y aunque esas transacciones no se reflejan en las declaraciones, ello podrá engendrar una investigación de tipo tributario, sin que esa omisión, por sí sola, conduzca a decir que las obligaciones son inexistentes. 

El precio pagado realmente por los inmuebles está acorde con la realidad comercial y lo establecido por el perito. 

La DIAN inició una investigación tributaria por denuncias de terceros, contra Jairo de Jesús González Palacio y Luz Marina González Noreña por no haber declarado el valor real de la compra, efectuó la liquidación real y los sancionó. 
Sobre la falta de acreditación de productos bancarios es una prueba endeble, porque la banca actual no ofrece a los particulares las mismas garantías que otrora otorgaba; el acceso a las cuentas no es fácil, la tasa de interés es muy baja, los costos de los servicios son considerables, existe un gravamen a los movimientos bancarios, de manera que no debe causar extrañeza que existan ciudadanos que prefieren guardar el dinero en sus cajas fuertes antes que en bancos. 

Y en cuanto a la capacidad económica de Luz Marina, podría inferirse de las declaraciones de renta que carecía de ella; pero está probado que la suma de $687’000.000,oo fue compensada por las obligaciones que Jairo había adquirido con la familia González Noreña y ella asumió, por convenio con ellos, la carga de figurar como única propietaria.
Y de Jesús Arcángel Ramírez Zapata su declaración de renta, especialmente la de 2011, muestra su suficiencia económica para comprar el 50% del apartamento. Recibe pensión, un doble auxilio de la curia.

Se omitió considerar la posesión quieta y pacífica que la familia González Noreña por intermedio de Luz Marina viene ejerciendo sobre el inmueble adquirido, que siguió arrendado a Óscar Muñoz quien le paga a Luz Marina el canon respectivo.

RÉPLICA

La parte demandante replicó y dijo que las ventas se produjeron un mes después de levantadas las medidas cautelares en el primer proceso de divorcio; el demandado sabía que en algún momento debía legalizar lo atinente a la liquidación de la sociedad conyugal, pero lo que hizo fue defraudarla; es preciso tener en cuenta las manifestaciones que le hizo al abogado Nicolás Mejía acerca de que no le iba a dar nada a su esposa, lo que mencionó frente al padre de ella, Herman Montes en otra ocasión. 
La declaración del padre Jesús Arcángel es de poco crédito, pues dice que los dineros que aparecen en su declaración de renta pertenecen a sus sobrinos, que él es prestamista; falta a su deber por no declarar lo que corresponde y si es prestamista no se entiende por qué su sobrino acudió a otras personas para obtener el dinero. 
Según las declaraciones de renta Jairo de Jesús nunca recibió los dineros que se mencionan. 

No se acreditó la capacidad económica de Luz Marina.

CONSIDERACIONES 

1.
Concurren los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad alguna.

2. 

La legitimación en la causa en la demandante es indiscutible; la tiene, desde cuando se notificó la existencia de la segunda demanda de divorcio que le promovió a Jairo de Jesús Ramírez Palacio, según se afirma en el hecho quinto, admitido en ese aspecto por los demandados (f. 6, 105, 117 y 134, c. 1). Sobre tal aspecto se ha pronunciado en otras oportunidades esta Sala (Sentencias de agosto 1° de 2011, radicado 66001-31-10-003-2006-00272-02 y de noviembre 29 de 2017, radicado 66682-31-03-001-2015-00038-01), siguiendo el criterio del órgano de cierre (sentencias del 30 de octubre de 1998, MP. Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles, expediente No. 4920; y SC3864-2015, radicación 2001-00509-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez). 

Y los demandados también están legitimados, por cuanto fueron partes en los contratos que se tildan de simulados, como se observa en las copias de las escrituras que reposan a folios 11 a 19 del mismo cuaderno.
3.
De manera que, como la decisión se puede adoptar de fondo, se abordará el disentimiento de los demandados que insisten en la veracidad de los contratos de compraventa que celebraron y en que deben negarse las peticiones de la demandante, porque están alejadas de la realidad. El problema, en consecuencia, estriba en definir si, como sostuvo el Juzgado, el contrato fue simulado, o no, según quiere hacerlo ver la parte demandada. 

 4.
En torno a la simulación, se tiene que todo acto jurídico se presume serio y ajustado a la legalidad que le es inherente; ello emerge del postulado del artículo 1602 del Código Civil, que establece que “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.
Por esa razón, un negocio de esta estirpe se ofrece como cierto, debe suponerse que en él converge la declaración de voluntad de los contratantes y tiene que surtir todos sus efectos jurídicos. Ante esa primera realidad, surge como contrapartida la acción de simulación, que tiene génesis en el artículo 1766 del C. Civil; con esta regla se tiende a confrontar esa expresión, plasmada en un determinado instrumento, con lo que realmente quisieron acordar las partes; es decir, se propugna por poner en evidencia la discordancia entre la voluntad real y la voluntad declarada, que si obedece a que los actores del vínculo no pretendieron celebrar negocio alguno, la simulación caería en el ámbito de lo absoluto; pero si ella hace ver que el acuerdo declarado disfraza otro que es el que en realidad se quería, la simulación será relativa.

En ambos casos, la carga de la prueba recae sobre quien tenga un interés legítimo en derruir esa manifestación contractual, como lo tiene en este caso la demandante, según quedó analizado; al promotor le incumbe demostrar que existió entre los contratantes la intención de sustraerse a la verdad; prueba que, además, tiene que ser determinante, irrebatible, clara, concreta y que saque a flote que quienes se embarcaron en un determinado designio común, lo hicieron con uno de aquellos dos propósitos: ocultar que nada querían contratar; o que lo que pretendían en su íntimo consenso era algo diferente a lo que quedó plasmado para los demás. 
No es posible, entonces, edificar una declaración como la que aquí se reclama sobre bases endebles o apenas indicativas de que la verdad pudo ser ocultada, no de que lo fue; se trata de que la prueba, que para estos casos es por regla general indiciaria, sea tal que no deje mantos de duda sobre la legalidad y veracidad que rodean el acto jurídico que se ataca. Es, pues, dejar a salvo la buena fe que, hoy por hoy, más que en otras épocas, debe presumirse en los asociados. Y los indicios deben surgir de hechos debidamente probados, no de meros pálpitos o sospechas. Por ello, una prueba tal existe cuando, de un hecho conocido, se supone la existencia de otro, que es el que se quiere averiguar. 
Por algo, señaló la Sala de Casación Civil de la Corte, en sentencia del 15 de febrero de 2000, expediente 5438, con ponencia del Magistrado Carlos Ignacio Jaramillo, que:

…la carga de probar la simulación (onus probandi) corresponde a quien persigue su declaratoria (CPC., art. 177) sin perjuicio del elevado deber que tiene el juez de proveer oficiosamente para verificar los hechos alegados (num. 4º, art. 37, 179 y 180 ib), y que con tal propósito debe aquél aportar al juzgador suficientes y fidedignos medios de prueba que le permitan a éste, sin hesitación alguna, formarse el convencimiento de que el negocio jurídico cuestionado es aparente y, por ende, reñido con la realidad volitiva inter-partes, vale decir con su genuina intentio. Parafraseando a uno de los militantes de la conocida escuela de la exégesis, M.L. Larombiére, la prueba empleada en la esfera simulatoria ha de ser “potente”, y dicha potencia —o fuerza de convicción—, de ordinario, dimana de pruebas indirectas, preponderadamente de los indicios y de ciertas conjeturas fundadas, como se anticipó, toda vez que la descrita tipología probatoria es la que puede develar el acto simulado, en la medida en que se ubica en un plano similar al que descendieron quienes con tal propósito se conchabaron, cumpliendo destacar que el juez, frente a una exposición de hechos de tal naturaleza, no puede asumir una conducta absolutamente pasiva —como es evidente en el sub lite—, so pretexto de preservar una malentendida imparcialidad, con desdén hacia los deberes que como director del proceso le imponen las leyes de procedimiento, edificados en la inteligencia de que importa a la justicia encontrar la “verdad” para hacerla latir en la sentencia, como dictado de la razón y no como simple y llano pronunciamiento de autoridad.

No bastan, entonces, las meras sospechas o especulaciones que nacen de la aprehensión maliciosa del acto dubitado o de la consideración aislada —o insular— de los diferentes medios de prueba, específicamente de los indicios, tomados en abstracto —o incluso en forma fragmentada— sin la necesaria contextualización en al ámbito propio del negocio censurado y en las particularidades —ello es neurálgico— que ofrece el caso in concreto, insuficientes y anodinas para desvirtuar la arraigada presunción de sinceridad que lo abriga, pues es necesario resaltar que la sola presencia de circunstancias que pudieran llamar la atención bajo el prisma de experimentados negociantes, no se traduce más que en una duda sobre la habilidad del vendedor para disponer de sus bienes, a quien le bastaría invocar como argumento de contrapartida para enfrentar con éxito tan débiles argumentos, el principio de la autonomía privada, a cuyo amparo puede entenderse que por ejemplo, el precio no sea del equivalente al que se otorga en el comercio al bien, o que la forma de pago no suponga exigentes requerimientos económicos y probatorios (intereses y documentación), como suele suceder, merced a la confianza reinante —de ordinario— en los negocios entre parientes, o que del producto de la transferencia el enajenante no obtenga un adecuado provecho…”
Y en la construcción de una especie de catálogo sobre los indicios que sirven de soporte a una simulación, más recientemente, en la sentencia del 123 de octubre de 2011, radicado 11001-3103-032-2002-00083-01, M.P. William Namén Vargas, recordó la alta Corporación que:  
…“De ordinario, se establecen por indicios de la simulación, ‘el parentesco, la amistad íntima, la falta de capacidad económica del adquirente, la retención de la posesión del bien por parte del enajenante, el comportamiento de las partes en el litigio, el precio exiguo, estar el vendedor o verse amenazado de cobro de obligaciones vencidas, la disposición del todo o buena parte de los bienes, la carencia de necesidad en el vendedor para disponer de sus bienes, la forma de pago, la intervención del adquirente en una operación simulada anterior, etc.’, ‘el móvil para simular (causa simulandi), los intentos de arreglo amistoso (transactio), el tiempo sospechoso del negocio (tempus), la ausencia de movimiento en las cuentas bancarias, el precio no entregado de presente (pretium confesus), el lugar sospechoso del negocio (locus), la documentación sospechosa (preconstitutio), las precauciones sospechosas (provisio), la no justificación dada al precio recibido (inversión), la falta de examen previo por el comprador del objeto adquirido, especialmente cuando se trata de un bien raíz, etc. Y si bien en la labor de la ponderación de la prueba indiciaria el juez se encuentra asistido de cierta autonomía o poder discrecional, no puede desentenderse, cuando se trata de litigios de esta naturaleza, del deber en que se encuentra, como lo advierte Héctor Cámara en su obra, de sondear con esmero hasta los más insignificantes detalles que rodean el hecho, porque un indicio que a prima facie parezca insignificante, puede darle el hilo conductor de la investigación’ (cas. Marzo 26/1985, mayo 10/2000, exp. 5366), siendo necesario ‘que los indicios y las conjeturas tengan el suficiente mérito para fundar en el Juez la firme convicción de que el negocio es ficticio; lo cual sólo ocurrirá cuando las inferencias o deducciones sean graves, precisas y convergentes. Vale decir, la prueba debe ser completa, segura, plena y convincente; de no, incluso en caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se presume en los negocios…
5. Para dilucidar el problema planteado, se recuerda brevemente que el Juzgado halló una serie de indicios, graves en su parecer, que condujeron a la declaración de que los contratos de compraventa celebrados entre Jairo de Jesús Ramírez Palacio, como vendedor, y Luz Marina González Noreña y Jesús Arcángel Ramírez Zapata, como compradores.

En síntesis, dijo que las declaraciones de renta no revelan las obligaciones que dijo haber adquirido Jairo de Jesús Ramírez Palacio para el año 2011; tampoco se acreditó por parte de Luz Marina González cuál fue el valor pagado realmente; o los movimientos de cuentas corrientes y de ahorros, ni la existencia de productos bancarios de los demandados en la época de los contratos; es diciente que todos conservaran gruesas sumas de dinero en cajas fuertes; la escritura pública de la compraventa celebrada con Luz Marina González Noreña debió señalar la forma en que se iba a pagar; nada prueba que ella contara con capital para adquirir el bien; la amistad entre compradora y vendedor se presta para fraguar un negocio simulado; a pesar de la existencia de los títulos tampoco se probó que se hubiera entregado el bien ubicado en Cerritos; además, los testigos se advierten sospechosos por sus vínculos familiares y de amistad, fuera de que les asiste interés en el resultado del proceso, porque le prestaron dinero a Jairo de Jesús y coinciden en que el bien fue recibido por ellos a cambio de esas sumas, aunque quedó a nombre de Luz Marina. 

Y en cuanto a Jesús Arcángel Ramírez Zapata, dijo que el pago por cuotas que hizo, las obligaciones anunciadas a cargo del demandado Ramírez Palacio y que debía pagar con el dinero que de él recibió, no se demostraron; tampoco acreditó que contara con dinero depositado en algún producto bancario, o movimientos financieros que respaldaran el pago, tampoco la fecha de entrega de las cuotas. De igual modo, las declaraciones de renta dan cuenta de obligaciones para los años 2010 y 2011 superiores a seiscientos millones de pesos, pero quedó sin aclararse el hecho de la administración de bienes de sus familiares.
Finalmente, señaló que es llamativo que las dos ventas las hubiera realizado el demandado Jairo de Jesús luego de haberse levantado las medidas cautelares practicadas en el proceso de divorcio adelantado en su contra.
Sobre cada uno de ellos replicaron los recurrentes.  En una apretada síntesis de su extensa intervención, dicen que se equivocó el juzgado: (i) al restar toda credibilidad a los testigos sin efectuar un filtro individual y colectivo seguido de su análisis crítico, para explicar razonadamente por qué no son idóneos para la comprobación de lo que se quiere reconstruir; (ii) al sentar una serie de indicios graves sobre las pruebas aportadas por la parte demandante sin tener en cuenta que hubo coincidencia entre el dicho de los demandados y el de los deponentes escuchados por su cuenta sobre las obligaciones adquiridas, su respaldo en títulos valores y el acuerdo de pago; además se demostró que los dineros recibidos en préstamo fueron invertidos en la compra de un apartamento ubicado en el conjunto residencial Tacaragua, hecho respaldado por los testigos Daniel y Ovidio; (iii) porque dentro de la inversión se incluyó el préstamo de 90 millones que Amanda Gómez Echeverry le hizo a Jairo de Jesús, pero se desechó su testimonio, porque no tuvo conocimiento de la crisis económica por la que él atravesaba, pero ese razonamiento carece de respaldo, pues según el título valor allegado, tal préstamo se hizo en el año 2008 y para entonces, la pareja no tenía problemas conyugales, al contrario, estaban en vías de conseguir un apartamento; la crisis se presentó entre 2010 y 2011 cuando Jairo de Jesús tuvo que vender varios bienes para cumplir sus obligaciones; (iv) porque también los testigos allegados por la demandante tienen nexos de familiaridad e interés en el resultado del proceso, igualmente amistad, si bien se trata de sus padres y el abogado Nicolás Alberto Mejía Gómez, novio de una hermana suya y su asesor jurídico; de entre ellos, el testimonio de Herman Montes está plagado de opiniones y hechos que conoce de oídas; lo mismo que Gloria Elvira; (v) porque no advirtió que el comportamiento del codemandado tiene una explicación, pues adquirió deudas con la familia González Noreña y Amanda Gómez Echeverry a finales del año 2008, por 390 millones, cuando no había problemas con su cónyuge, así que no puede hablarse de una confabulación, pues estaban comprando un nuevo apartamento para instalarse en él, además de que entre Diana Yasmín y Luz Marina había una buena amistad; (vi) por cuanto en la época de la primera demanda de divorcio se logró el decreto de medidas cautelares que significaron el embargo de los bienes y las cuentas del demandado, por lo que no pudo pagar los intereses de las obligaciones adquiridas; de la liquidación de la Clínica Risaralda, en la que se le debían $580’434.717, solo le reconocieron $51’980.408,oo, suma que le fue pagada en acciones, es decir, que la crisis económica era evidente y condujo a la venta de sus bienes, con lo cual saneó las obligaciones con la familia González Noreña y Amanda Gómez Echeverry; a Progresa le pagó $49’488.576,oo y quedó pendiente la suma de $49’488.576,oo por la constitución de una prenda sobre un vehículo Renault Koleos; así que levantadas las medidas saneó su patrimonio en más de mil cien millones de pesos; (vii) respecto de las declaraciones de renta, aunque es cierto que durante los años 2008 a 2010 el patrimonio bruto es superior al pasivo, lo que indicaría la falta de necesidad de adquirir obligaciones, se reitera que el propósito fue comprar el apartamento, como en efecto se hizo; y aunque esas transacciones no se reflejan en las declaraciones, ello podrá engendrar una investigación de tipo tributario, sin que esa omisión, por sí sola, conduzca a decir que las obligaciones son inexistentes; (viii) pasó por alto que el precio pagado realmente por los inmuebles está acorde con la realidad comercial y lo establecido por el perito; (ix) además, la DIAN inició una investigación tributaria por denuncias de terceros, contra Jairo de Jesús González Palacio y Luz Marina González Noreña por no haber declarado el valor real de la compra, efectuó la liquidación real y los sancionó; (x) la prueba de la falta de acreditación de productos bancarios es endeble, porque la banca actual no ofrece a los particulares las mismas garantías que otrora otorgaba; el acceso a las cuentas no es fácil, la tasa de interés es muy baja, los costos de los servicios son considerables, existe un gravamen a los movimientos bancarios, de manera que no debe causar extrañeza que existan ciudadanos que prefieren guardar el dinero en sus cajas fuertes antes que en bancos; (xi) sobre la capacidad económica de Luz Marina, podría inferirse, de las declaraciones de renta, que carecía de ella; pero está probado que la suma de $687’000.000,oo fue compensada por las obligaciones que Jairo había adquirido con la familia González Noreña y ella asumió, por convenio con los acreedores, la carga de figurar como única propietaria.

Finalmente, dijeron que la declaración de renta de Jesús Arcángel Ramírez Zapata, especialmente la de 2011, muestra su suficiencia económica para comprar el 50% del apartamento, recibe pensión y un doble auxilio de la curia; y que se omitió considerar la posesión quieta y pacífica que la familia González Noreña por intermedio de Luz Marina viene ejerciendo sobre el inmueble adquirido, que siguió arrendado a Óscar Muñoz quien le paga a Luz Marina el canon respectivo.

6. Menester es, entonces, haciendo gala de la restricción que actualmente trae el artículo 328 del Código General del Proceso, que la Sala se ocupe, estrictamente, de tales reparos que, en lo fundamental, tienden a desvirtuar el análisis de la prueba que hizo el juzgado. 
Al acometer el estudio de este asunto, en parecer de la Sala, debe deslindarse, dado que una es la situación respecto de la venta efectuada a Luz Marina González Noreña y otra, por entero diversa, la que atañe a Jesús Arcángel Ramírez Zapata. 

Sin embargo, por ser común a ambos actos, sí debe señalarse, primeramente, que está debidamente acreditado en el expediente que Jairo de Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Diana Yazmín Montes Escobar contrajeron matrimonio el 17 de enero de 2000; hubo una primera demanda de divorcio que concluyó con sentencia del 21 de septiembre de 2011 (f. 4 a 18, c. 5), desfavorable para la demandante, providencia que dispuso el levantamiento de las medidas cautelares decretadas, entre ellas, la inscripción de la demanda sobre los inmuebles con matrículas 290-149850, 290-80847, 290-80877, acto registrado el 15 de noviembre de 2011 (f. 60 v., 65 y 70 v., c. 1).
Luego, el 9 de abril de 2012, volvió a demandar el divorcio, como fue certificado por el Juzgado Segundo de Familia Local (f. 5, c. 1) y el auto admisorio fue notificado al demandado el 5 de junio de ese año. 
También se acreditó que el 19 de diciembre de 2011, Jairo de Jesús Ramírez Palacio dijo vender a Luz Marina González Noreña el inmueble de matrícula 290-149850 (f. 11 a 15, c. 1); y a Jesús Arcángel Ramírez Zapata, los matriculados bajo los números 290-80877 y 290-80847 (f. 16 a 19, c. 1).
A partir de estos supuestos fácticos, construyó una serie de indicios que, como se advirtió, le dieron la razón a la demandante, y son los que pretende derruir la parte demandada. 

7.
Desligando, entonces, los dos negocios, se asume primero el que está contenido en la escritura pública 6934 del 19 de noviembre de 2011, mediante la cual Jairo de Jesús Ramírez Palacio dijo vender a Luz Marina González Noreña, el inmueble de matrícula 290-149850. 
La primera queja del recurrente consiste en que fueron mal valorados los testimonios que aportó, por el solo hecho de la familiaridad o la amistad; y en otro aparte, protesta porque también los testigos traídos por la demandante tienen esos vínculos con ella (los padres y el cuñado), no obstante lo cual fueron valorados. Y en su disertación inicial tiene razón, pues definido está por la jurisprudencia que esas solas circunstancias son insuficientes para desechar el valor que pueda tener el dicho de un testigo, si no se descubre en su intervención un ánimo avieso o malintencionado de tergiversar la verdad para favorecer a la parte que lo convoca; es decir, que ese dicho debe sopesarse, con mayor rigor sí, pero sin caer en el automático aniquilamiento de las razones aducidas por el deponente, sin antes realizar un adecuado escrutinio de la versión. Así lo ha dicho la jurisprudencia, justamente en sentencias como la SC18595-2016 que citó en su intervención en segunda instancia y a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad. 

Ha debido el Juzgado, en consecuencia, referirse en concreto a los varios testimonios, antes de aceptar la tacha. Sin embargo, el reparo de los demandados pasó por alto que, en realidad, las declaraciones de quienes asistieron por cuenta de la demandante, tampoco fueron valoradas; se hizo un recuento de sus dichos (f. 221), pero en parte alguna se consignó si ellos servían al propósito de demostrar la deprecada simulación.  Ante la evidente omisión, corresponde a la Sala asumir el análisis de la prueba de uno y otro grupo de testigos, individualmente y en conjunto, para señalar el mérito que les corresponde. 

Y en tal ejercicio, podría hallarse una serie de situaciones que, insularmente, llegarían a comprometer las versiones de José Daniel Aristizábal (cónyuge de Luz Marina), Germán Aristizábal Giraldo (cuñado), Ovidio de Jesús Lema Castro (cuñado), como la imprecisión de cuánto fue que prestó cada uno, porque señalaron que no contaban con todo el dinero y otras personas, les ayudaron a completarlo; que todos, coincidencialmente, tuvieran en su poder las altas sumas de dinero que prestaron, sin rastro alguno de inversiones, o movimientos financieros; que desprevenidamente entregaran esos valores, como lo dijo alguno de ellos, en una cafetería; el hecho de que estaban enterados de la situación compleja que atravesaba el señor Jairo de Jesús con su consorte, para la época en que se celebró el contrato de compraventa; el que ninguno de ellos requiriera una garantía diferente a unos títulos valores. En fin, varias circunstancias que podrían desmerecer sus dichos y servir de guía en la pesquisa de la simulación. 

Sin embargo, adentrarse en ello sería inútil para el propósito que se persigue, porque, de un lado, también debe destacarse que tales deponentes fueron contestes en que, en conjunto, le prestaron un dinero a Jairo de Jesús Ramírez Palacio, cuestión que no está aislada en el expediente, pues aparecen los títulos que los respaldan, de los cuales una cosa es sobresaliente, que es la autenticación que se hizo de ellos ante notario entre los años 2008 y 2009, es decir, como bien aducen los demandados, para cuando no se había promovido siquiera la primera demanda de divorcio a las que antes se aludió. 

Con ellos, se puede establecer lo siguiente:
a. Que a raíz del ocultamiento del verdadero precio pagado y recibido por el inmueble, declarado por Jairo de Jesús Ramírez palacio y Luz Marina González Noreña en sus declaraciones de renta, fueron involucrados en una investigación administrativa por parte de la DIAN que concluyó con la respectiva sanción. Lo relevante de ello es que, al margen del mayor valor que dejaron de declarar, su defensa se centró en argumentos diferentes a que la compraventa fuera contraria a la realidad, es decir, no se discutió ante la administración que el acto jurídico fuera irreal, al contrario, ratificaron allí lo que han sostenido a lo largo de este proceso. Asume la Sala que un fácil mecanismo de defensa para ellos ante la DIAN hubiera podido consistir, precisamente, en atacar la veracidad del contrato mismo que generó la carga, para evitar la cuantiosa sanción que, a la postre, se les impuso.
b. Que la señora Luz Marina González, instauró una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra la DIAN, por causa de esa sanción, causa en la que se profirió sentencia de primera instancia el 22 de mayo de 2018, desfavorable para ella, y en la que se hizo énfasis que tanto en el proceso de simulación que ahora se tramita, como en el administrativo ante la Dirección de Impuestos, se reconoció la existencia del contrato de compraventa, en las condiciones que fueron explicadas, esto es, que ella compró, pero en beneficio propio y de otras personas. Nuevamente salta a la vista que nunca se puso en entredicho, en esa actuación, la realidad del contrato mismo, como sí sus destinatarios, aspecto que correspondería dilucidar por otra vía (f. 109 a 124, c. 7). 
c. Que en el trámite de la liquidación de la sociedad conyugal, inicialmente la demandante Diana Yazmín Montes Escobar, parecía tener tan clara la situación, que incluyó como recompensa a favor de la misma, el valor real de la compraventa del inmueble, esto es, la suma de $687’000.000,oo. Solo que, por causa de la decisión de segunda instancia que la excluyó, se gestó la simulación (f. 35 a 67, c. 7). 
d. Que, de acuerdo con el trabajo de partición presentado en ese mismo trámite de la liquidación, parte del activo lo constituyeron los inmuebles ubicados en el conjunto residencial Tacaragua, matriculados bajo los números 290-171636, 290-171599 y 290-171600 (f. 78 a 86, c. 7). Lo importante de ello es que en su tradición se hizo constar que fueron adquiridos en el mes de mayo de 2009, lo que significa que la época coincide con aquella en que fueron otorgados los préstamos que se discuten en las respuesta a la demanda al señor Jairo de Jesús Ramírez Palacio. Ello mismo justificaría, en principio, la existencia de los títulos valores que luego de vendido el inmueble a Luz Marina, le fueron entregados y reposan a folios 142 a 154 del cuaderno principal. 

Cúmulo probatorio que, como contrapeso a los diferentes indicios analizados por la funcionaria de primer grado, sirven para recordar lo que al comienzo se dijo, con apoyo en la jurisprudencia, acerca que en la tarea de reconstruir una senda simulatoria, no puede haber resquicio que lleve a la duda, porque, itérase, no basta la mera sospecha, ni son suficientes las especulaciones sobre el acto dubitado, sino que el conjunto probatorio debe llevar a la convicción de que las presunciones de legalidad y certeza que lo arropan, decaen por la acreditada intención de los contratantes de falsear la verdad totalmente, en el caso de la simulación absoluta, que es la que aquí se depreca. 

Y hay una cosa más que la Sala no quisiera dejar pasar por alto, y es el efecto real que tendría declarar simulado este contrato en la liquidación de la sociedad conyugal, porque asumiendo que, como consecuencia de ello, se llegara a una partición adicional, al incluirlo como activo, saldrían a flote, en consecuencia, los pasivos que, por lo que parece resurgir de todo, comprometían a la sociedad misma, pues los dineros pudieron haberse invertido en la compra de los inmuebles en el conjunto Tacaragua. Si ello es así, la utilidad de la simulación sería mínima, porque, es obvio, en tal partición, habría que salir al saneamiento de las deudas que son las que, a la postre, se dijo que se cubrieron con la mentada venta del inmueble. Esto se destaca, a manera de reflexión, en la medida en que si el móvil para simular se halló en la intención del cónyuge de sustraer el bien de la liquidación, también dicha conjetura se vendría a menos, por el efecto económico que al final ello reportaría para la pareja. Y es que, lo que sí no estaría bien, es que se concluyera, de un tajo, en esta vía de la simulación, que las deudas son inexistentes; para ello sería necesario enfrentar, como parte pasiva, a los sedicentes acreedores, que hasta ahora no han sido vencidos en juicio.
En el anterior orden de ideas, a falta de una certera prueba que desdiga de la reflejada voluntad de las partes en la escritura pública que se analiza, la simulación absoluta incoada respecto del mismo estaba llamada al fracaso. 
Esto, sin dejar de reconocer que, en todo caso, el instrumento público no consulta la verdad de todo, porque el precio no coincide con lo que realmente fue el valor del negocio, ni quien lo adquirió parece tener un derecho pleno, ya que lo hizo a nombre propio y de los demás acreedores, como en una especie de dación en pago, antes que de compraventa; mas esas circunstancias son ajenas, en estricto sentido, a la reclamación que nos atañe, y tendrían que ser discutidas en otro escenario.  

8.
 La situación es distinta en lo que toca con el contrato de compraventa que se dice celebrado entre Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Jesús Arcángel Ramírez Zapata, contenido en la escritura pública 6359 del 16 de diciembre de 2011. 

Como viene de verse, el Juzgado señaló que el pago por cuotas, las obligaciones anunciadas a cargo del demandado Ramírez Palacio y que debía pagar con el dinero que de él recibió, no se demostraron; tampoco acreditó el comprador que contara con dinero depositado en algún producto bancario, o movimientos financieros que respaldaran el pago, ni la fecha de entrega de las cuotas; de igual modo, las declaraciones de renta dan cuenta de obligaciones para los años 2010 y 2011 superiores a seiscientos millones de pesos, pero quedó sin aclararse el hecho de la administración de bienes de sus familiares por parte del comprador.
Entre tanto, la defensa replicó que la declaración de renta de Jesús Arcángel Ramírez Zapata, especialmente la de 2011, muestra su suficiencia económica para comprar el 50% del apartamento, recibe pensión y un doble auxilio de la curia. 
Ante esta posición de la demandada y en vista de lo restringido del recurso de apelación, como ya se advirtió, quedaron sin discusión varios aspectos: la venta misma, que está acreditada; el parentesco entre Jesús Arcángel y Jairo de Jesús, aceptado como está por ambos que son tío y sobrino, en su orden; que ninguna prueba se trajo para acreditar el pago efectivo de la suma por la que admitió haber comprado, esto es, noventa millones de pesos; tampoco se registran movimientos financieros o de otra índole que reflejen que sí entregó esa cantidad y que el vendedor la recibió. Y a ello se suma, como se advirtió en el fallo, que la venta ocurrió a los pocos días de haberse levantado la medida cautelar en el primer proceso de divorcio y a pesar de que el comprador tenía pleno conocimientos de las dificultades que existían entre Jairo de Jesús y Yazmín, prueba de lo cual, es que afirmó en su respuesta (f. 106, c. 1), que no estaba interesado en estar en comunidad con ella, pues existía un distanciamiento por causa de los problemas conyugales. 
Ahora, en relación con lo que se critica de la valoración del juzgado, se tiene, por una parte, que aunque es cierto que la declaración de renta de Jesús Arcángel para el año 2011 da cuenta de un patrimonio que, en principio, sería suficiente para entender su capacidad económica tendiente a comprar el 50% del inmueble, basta revisar sus respuestas al interrogatorio de parte, a título de confesión, porque se dan los requisitos del artículo 195 del C.P.C. (vigente para cuando se practicó la prueba), a una de las cuales dijo que “ese dinero que aparece ahí es un patrimonio de familia, no es mío propiamente, yo manejo, pero no es propiamente mío, sino que es patrimonio de familia, y yo pues suministro, pero no es propiamente mío, pero tenemos papeles que están desde luego aclarando que es un patrimonio de familia…”. Y agregó que de bienes inmuebles solo tiene el apartamento que se disputa. Por tanto, ese documento es irrelevante para probar la capacidad económica, tanto más, si se tiene en cuenta que la sola declaración de renta es insuficiente para acreditar un discutido pago en asuntos de simulación, como lo tiene dicho la jurisprudencia de la Corte (sentencia SC11232-2016, radicado 2010-00235-01, agosto 16 de 2016, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona). 
Y en cuanto a los demás factores, está probado que recibe pensión, aunque no su valor; sin embargo, por los ingresos reportados por concepto de salarios y pagos laborales en el año 2011 en la declaración de renta, que a falta de otra prueba debe entenderse que corresponden a ese rubro, esto es, a la pensión que durante el año percibió, (f. 110, c. 1), podría inferirse que era del orden de $1’652.583.33, si se divide la duma declarada de $19’831.000,oo entre los doce meses del año; a eso se sumaría el auxilio sacerdotal que se certificó (f. 113, c. 1), por valor de $566.700,oo para esa época, pues el monto del aporte económico de la Asociación de Auxilios para la Caja del Clero que se menciona en el oficio del 8 de octubre de 2013 (f. 2, c. 6), se desconoce. De manera que sus ingresos mensuales, entre pensión y auxilio, eran del orden de los $2’219.283,oo, insuficientes, después de su sustento personal y el de su hermana Ángela María Ramírez Zapata, según reconoció en el interrogatorio absuelto, para acumular el capital que dijo haber pagado por el 50% del inmueble, sin una justificación adicional. Y aunque refiere que tenía dineros prestados y que cuando sus acreedores le pagaban iba abonando, de ello tampoco se acercó prueba alguna. 

También Jairo de Jesús dijo en su interrogatorio (f. 179, c. 1), que ese pago fue por cuotas y que ya se le hizo todo. Así que puede fácilmente hacerse un ejercicio: entre el 16 de diciembre de 2011 (fecha de la venta) y el 18 de julio de 2012, cuando se interrogó a los demandados, transcurrieron 19 meses; si el valor pactado fue de 90 millones de pesos, significa que en cuotas mensuales serían $4´736.842,oo; y aun si se admitiera que el padre Arcángel de Jesús entregó en un solo momento 30 millones y el resto a cuotas, entonces esos 60 millones restantes representarían pagos de $3´157.894,oo, en ambos casos, cifras muy superiores a lo que él podía recibir mensualmente, según está probado. 
Con lo que queda claro que la capacidad económica del presunto comprador, era insuficiente para adquirir el inmueble; y si a ello se suman los demás indicios que ninguna confrontación recibieron, la conclusión del juzgado sobre la simulación fue acertada. 

Corolario de lo dicho, es que se modificarán las decisiones de primer grado, para reconocer la prosperidad de las pretensiones exclusivamente sobre los inmuebles con matrículas inmobiliarias 290-71756 y 290-67769; se adicionará para negar las restantes pretensiones; se modificará el sexto en cuanto se reducirán las costas de primera instancia a un cincuenta por ciento; y se confirmará el séptimo. 

Como la alzada prospera solo parcialmente, no habrá condena en costas en esta sede (art. 365, numerales 3 y 4 CGP). 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE: 

1°. Modificar los ordinales primero a sexto de la parte resolutiva del fallo, que quedarán así: 

“Primero:
Declarar parcialmente prósperas las pretensiones de la demanda.

Segundo:
Consecuente con ello, se declara absolutamente simulado el contrato de compraventa contenido en la escritura pública número 6359, del 16 de diciembre de 20112, entre Jairo de Jesús Ramírez Palacio, como vendedor, y Jesús Arcángel Ramírez Zapata, como comprador, sobre los inmuebles -apartamento y parqueadero- identificados con las matrículas inmobiliarias números 290-71756 y 290-67769, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira. 

Tercero: 
Se ordena la cancelación de dicha escritura pública; para tal fin, se librará oficio al Notario Cuarto de este Círculo. 

Cuarto: 
Remítase copia de la sentencia a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, para la anotación respectiva en los folios de matrículas inmobiliarias referidos. 

Quinto:
Dichos inmuebles se restituirán al haber de la sociedad conyugal conformada por Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Diana Yazmín Montes Escobar. 

Sexto:
Se condena en costas a la parte vencida en un cincuenta por ciento, a favor de la parte actora. Las agencias en derecho se fijarán en la oportunidad correspondiente.” 

2°.
Negar las restantes pretensiones.

3°. 
Confirmar el ordinal séptimo.

Sin costas en esta instancia. 

Notificación en estrados. 

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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